Intervención de España –EPU28 de Guatemala (noviembre 2017)

España da una cordial bienvenida a la delegación de Guatemala y agradece su participación en este ejercicio. 

España saluda la presentación voluntaria por parte de Guatemala de su informe de mitad de período en abril de 2014, así como la aceptación y recepción de la visita de dos procedimientos especiales y dos relatores del Sistema Interamericano. Se reconoce también el esfuerzo en el cumplimiento de recomendaciones, y la mejora en la labor que desempeñan ciertas instituciones protectoras de derechos humanos, como la Procuraduría de Derechos Humanos o la Comisión Presidencial Coordinadora de la Política en Materia de Derechos Humanos (COPREDEH). 
Guatemala ha experimentado importantes avances en la lucha contra la violencia contra las mujeres, entre los que cabe destacar la puesta en marcha en 2016 de la Política Institucional del Órgano Judicial sobre Igualdad de Género y Promoción de los Derechos Humanos de las Mujeres o la creación en 2014 del Departamento de investigación de delitos contra la mujer. En línea con el informe del Alto Comisionado, España 1) recomienda asignar recursos suficientes a los juzgados y tribunales especializados con competencia en materia de feminicidio y otras formas de violencia contra la mujer, así como avanzar en la completa implementación de la Ley Contra el Feminicidio y Otras Formas de Violencia Contra la Mujer, reforzando así el sistema de justicia en la materia y trabajar en la implementación de la Agenda Mujeres, Paz y Seguridad para garantizar una participación efectiva de las mujeres en todos los ámbitos de toma de decisiones.
En el ámbito de la justicia, en concreto en el de la Justicia Penal, el abuso de la prisión preventiva y la situación de menores en centros de internamiento, mi delegación quiere expresar su preocupación por la cohabitación de menores bajo tutela estatal con aquellos que han cometido un delito. Las condiciones en los centros requieren de una acción pública urgente, tal y como demuestran casos como el incendio del Hogar Seguro Virgen de la Asunción. En este sentido, quisiéramos saludar la puesta en marcha en 2015 de la Política Nacional de la Reforma Penitenciaria  y 2) recomendar la aplicación de programas de acogimiento y de medidas sustitutivas de la pena de privación de libertad.
A pesar de los avances realizados y cumplimiento de recomendaciones por parte del Estado guatemalteco en materia de defensores y defensoras de derechos humanos de acuerdo a su Informe Nacional, el número y la intensidad de los ataques contra defensores ha aumentado, por lo que 3) se recomienda la aplicación de políticas públicas para proteger la labor de defensores y defensoras de acuerdo con los estándares internacionales y la implementación de medidas encaminadas a la efectiva disminución de los ataques y a la investigación independiente y eficaz de los mismos, y así garantizar una mayor seguridad a la hora de ejercer sus funciones
España acoge con satisfacción la situación de moratoria de facto de la pena de muerte en Guatemala, así como la sentencia de la Corte Constitucional de fecha 26 de octubre de 2017 mediante la que se declara la abolición de la pena de muerte en casos civiles y 4) recomienda al Gobierno de Guatemala ratificar el Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y así abolir la pena de muerte.
Por último, cabe mencionar que España reconoce el esfuerzo del Gobierno guatemalteco en la toma de medidas para garantizar el acceso a la educación y al empleo de personas con discapacidad. Sin embargo, se siguen enfrentando a un gran problema de marginación, discriminación y exclusión social, por lo que se 5) recomienda que se agilice el proceso de aprobación de la iniciativa 5125 de la Ley Marco sobre Discapacidad, para así contribuir a la debida aplicación y cumplimiento de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.
